
RECOMENDACIÓN No. 24/2007* 
 
*  La Recomendación 24/2007 se dirigió a la Dirección General de Prevención y Readaptación Social del Estado de 

México, el 20 de julio del año 2007, por insuficiente protección de personas y cobro indebido a reclusos. Se ha 

determinado publicar una síntesis de la misma, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 9 y 114 del 

Reglamento Interno de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México. El texto íntegro de la 

Recomendación se encuentra en el expediente respectivo y consta de  21 fojas. 

 

El seis de septiembre de 2006, la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México inició 
el expediente CODHEM/NJ/3866/2006, con motivo de la queja presentada por una señora, 
interna en el Centro Preventivo y de Readaptación Social Lic. Juan Fernández Albarrán 
ubicado en Tlalnepantla de Baz, en la que refirió hechos que consideró violatorios a derechos 
humanos, atribuibles a servidores públicos adscritos a la Dirección General de Prevención y 
Readaptación Social del Estado de México. 
 
De la investigación realizada por esta Comisión estatal, se pudo inferir que en el mes de agosto 
de 2006, la custodia adscrita al Centro Preventivo y de Readaptación Social Tlalnepantla Lic. 
Juan Fernández Albarrán, Liliana Morales Romero, en el área de visita íntima abordó a la 
interna del caso, diciéndole que le prestara la cantidad de un mil pesos, ya que tenía "un 
apuro", ante esta situación la señora le refirió que no contaba con esa cantidad, sin embargo 
revisó su bolso y la custodia pudo percatarse que en éste había dinero, el cual tomó sin aviso 
previo indicándole que en garantía le depositaría un teléfono celular, cuyo número figuraba 
escrito en la parte posterior del aparato; acto continuo introdujo a la reclusa en el área de visita 
íntima cerrando la puerta. Cabe anotar que posterior a este evento, la reclusa pretendió 
regresar el teléfono a la custodia, pidiendo también la devolución de su dinero, en respuesta la 
servidor público le pidió la cantidad adicional de mil doscientos pesos, bajo el argumento de 
que aparatos como ese, dentro del centro preventivo, tenían un valor mayor; situación ante la 
que la interna manifestó su desacuerdo, insistiendo en que le devolviera el dinero ya que en 
caso contrario la problemática la haría del conocimiento de su superior. 
 
En el siguiente turno de las custodias, la servidor público Liliana Morales Romero ordenó a la 
interna del caso le llevara el celular ya que se lo vendería a otra reclusa; al llegar con la 
custodia (quien se encontraba acompañada de su homóloga Bertha Sánchez Sánchez), ésta 
procedió a revisar la bolsa que le contenía, asegurando el aparato bajo el argumento de que 
era ilegal su posesión al interior del centro, pero además le pidió la cantidad de tres mil pesos 
para que no fuera reportada por la posesión del artefacto, diciéndole que hablara con sus hijos 
para que le llevaran esa suma, petición a la que accedió debido a la presión de la custodia; 
cabe indicar que en este evento, de manera incidental se presentó la elemento Leonisa Vallejo 
Gutiérrez, quien cuestionó a la reclusa el motivo de pedir esa cantidad, obteniendo como 
respuesta que su destino serían medicamentos; asimismo, a efecto de entregar el dinero, la 
reclusa solicitó el apoyo de la citada custodia Vallejo Gutiérrez (quien en esas fechas vigilaba 
"la puerta de gobierno"), para que recibiera la suma y se la hiciera llegar, situación que así 
aconteció, toda vez que dicho elemento le entregó la cantidad de mil doscientos pesos, ante la 
presencia incluso de otra interna. 
 
Alrededor de las veintidós horas de ese día, las custodias Liliana Morales Romero y Bertha 
Sánchez Sánchez externaron a la interna de su celda, propinándole diversos "sapes" y le 
exigieron entregara la suma acordada, entregándoles la cantidad que llevaba y como ésta 
resultó insuficiente, la amenazaron para que entregara la suma restante (dos mil pesos) en su 
siguiente turno. Llegado éste y ante la ausencia del dinero, las custodias renglones antes 
citadas infirieron a la interna golpes diversos en su cuerpo (en cara, brazos, glúteos y piernas), 
lesiones que fueron certificadas por el servicio médico del centro. 
 
La investigación realizada por esta Comisión sobre los hechos presentó evidencias 
incontrovertibles que permitieron colegir que las custodias anteriormente referidas han omitido 
cumplir adecuadamente con el servicio público que les fue encomendado en el Centro 
Preventivo y de Readaptación Social Lic. Juan Fernández Albarrán, desarrollando actos y 
generando omisiones que transgredieron los derechos humanos de legalidad y seguridad 
jurídica de la interna del caso, los cuales repercutieron en la marcha adecuada del citado 
establecimiento penitenciario. 
 



En efecto, el testimonio de la quejosa, concatenado con los atestes de diversas internas 
entrevistadas por servidores públicos de este Organismo con motivo de la investigación de los 
hechos, así como el de las custodias: Norma Angélica Pérez Reséndiz y Leonisa Vallejo 
Gutiérrez, adicionado con la documental pública consistente en el certificado médico de estado 
psicofísico y de lesiones de la aquí agraviada, permiten sostener fundadamente que la servidor 
público: Liliana Morales Romero, en razón de su cargo, realizó hechos arbitrarios o indebidos 
en perjuicio de la interna, causándole con motivo de los mismos, diversas lesiones en su 
cuerpo, acciones en las que fue apoyada por su homóloga la servidor público Bertha Sánchez 
Sánchez. 
 
Lo anteriormente anotado dio cuenta de diversas circunstancias: entre otras, la posición de 
inferioridad que habitualmente guardó la interna frente a las custodias, posición que desde 
luego es natural en los centros preventivos y que la colocó -y la coloca- en un grado de 
vulnerabilidad importante; a lo anterior debe sumarse la función que realizan las servidores 
públicos dentro del centro: la seguridad. Las dos cuestiones anteriormente referidas permiten 
objetivizar el grado de autoridad del personal de seguridad en los centros preventivos -el cual 
no se discute- pero también dan cuenta de que esta autoridad puede fácilmente exceder sus 
límites, incurriendo en abusos, sobremanera cuando los custodios carecen de la preparación 
adecuada para el cumplimiento de sus tareas. 
 
De igual forma, se pudo inferir que al interior del centro, las custodias realizan actos de 
comercio con las internas. Con relación a lo expuesto los testimonios que fueron recabados por 
servidores públicos de este Organismo señalaron lo siguiente: Las custodias venden pinturas y 
cosméticos a las internas… uno más precisa: …respecto de los celulares, he visto casos de 
que [sic] las mismas custodias se los llevan a vender a las compañeras… adicionalmente, 
llamó la atención el hecho de que estos actos van acompañados de revisiones a las internas 
que adquirieron los bienes, para decomisárselos, según indican las internas entrevistadas que 
precisaron, por una parte que … en los cacheos ellas mismas los encuentran y se los quitan 
[las pinturas y los cosméticos], les piden dinero a cambio de que no las segreguen… y por otra 
que …luego se los recogen [los celulares] y las extorsionan…  
 
Cabe anotar que dichas manifestaciones que de manera anónima expusieron algunas internas, 
fueron avaladas por la investigación que realizó este Organismo en el caso de la quejosa, en el 
que fue posible evidenciar la existencia al interior del centro de un aparato celular en poder de 
la custodia Liliana Morales Romero, el cual le entregó en "garantía" a la interna de referencia, 
aparato que posteriormente fue objeto de decomiso por la propia elemento de seguridad 
(acompañada de su homóloga Bertha Sánchez Sánchez). 
 
Al respecto, cabe señalar que el Director General de Prevención y Readaptación Social del 
Estado de México emitió, el siete de febrero de este año, la circular número DGPRS/003, 
documento en el que se prohíbe expresamente a todos los elementos de vigilancia y custodia 
hagan uso de aparatos telefónicos celulares durante el desempeño de sus funciones, indicando 
en su caso, la sanción a la que serán sujetos en caso de incumplimiento. Para esta Comisión 
estatal, la expedición de la citada circular constituye una muestra de la disposición de la 
autoridad penitenciaria para que los servidores públicos que en ésta laboran se conduzcan 
estrictamente bajo los principios que rigen el servicio público. 
 
Por lo anteriormente expresado, el Comisionado de los Derechos Humanos del Estado de 
México, respetuosamente, formuló al Director General de Prevención y Readaptación Social 
del Estado de México, las siguientes: 
 
RECOMENDACIONES 
 
PRIMERA. Con la copia certificada de la Recomendación, que se anexó, se sirva solicitar al 
órgano de control Interno de la Secretaría General de Gobierno de la entidad, inicie el 
correspondiente procedimiento administrativo que investigue, identifique y determine la 
probable responsabilidad en que hayan incurrido las servidores públicos: Liliana Morales 
Romero y Bertha Sánchez Sánchez, por los actos y omisiones detallados en el capítulo de 
Observaciones de la Recomendación, para que en su caso, se impongan las sanciones que 
conforme a Derecho procedan. 



 
SEGUNDA. Se sirva ordenar a quien competa, proporcione al agente del Ministerio Público la 
información, documentación y evidencias que le requiera, a fin de que la Institución 
Procuradora de Justicia de la entidad esté en aptitud de investigar y determinar, conforme a 
Derecho, el acta de averiguación previa que en su momento se inicie por la probable 
responsabilidad penal en la que pudieron haber incurrido las custodias: Liliana Morales Romero 
y Bertha Sánchez Sánchez, de conformidad con las consideraciones referidas en el capítulo de 
Observaciones de la Recomendación. 
 
TERCERA. Se sirva ordenar a quien competa, se adopten las medidas que sean 
indispensables a efecto de que el personal de seguridad penitenciaria adscrito al Centro 
Preventivo y de Readaptación Social Lic. Juan Fernández Albarrán localizado en Tlalnepantla 
de Baz, den puntual observancia a lo dispuesto en la circular DGPRS/003, relativa al uso de 
telefonía celular en el centro de trabajo durante el desempeño de sus funciones. 
CUARTA. Se sirva instruir a quien corresponda, se impartan cursos de actualización en materia 
de derechos humanos y fundamentos jurídicos que rigen su actuación, al personal femenino de 
seguridad y custodia del Centro Preventivo y de Readaptación Social Juan Fernández Albarrán 
de Tlalnepantla de Baz, a efecto de que en el desempeño de su servicio público se conduzcan 
con estricto respeto a los derechos fundamentales de las personas. Con relación a este punto 
específico, esta Comisión de Derechos Humanos le ofrece la más amplia colaboración. 
 


